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CONTESATCION DEMANDA- 2021-00214

Garcia Rodriguez Darlyn Marcela <t_dmgarcia@fiduprevisora.com.co>
Mar 11/01/2022 4:56 PM
Para:  Juzgado 06 Administrativo - Tolima - Ibague <adm06ibague@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Señor
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE IBAGUÉ 
E.      S.      D. 

 
ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
 

Medio de Control:     Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Radicado: 73001-33-33-006-2021-00214-00

  Demandante: MARÍA DOLORES VERA DE MELLADO Y ANDERSON
GONZALEZ COCOMA 
  Demandados: LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO.

 
 
 
DARLYN MARCELA GARCIA RODRIGUEZ identificada civil y profesionalmente como aparece al pie de mi firma 
actuando calidad de apoderada del Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales
del Magisterio, conforme al poder a mi sustituido por el Dr. Luis Alfredo Sanabria Ríos, apoderado General de la
entidad en virtud de la Escrituras Públicas No. 522 de 28 de marzo de 2019, por medio de la presente me permito
allegar la CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA del proceso de la referencia.

Adjunto contestancion de demanda, poder y sus respectivos anexos.

De Usted, atentamente.

DARLYN GARCIA RODRIGUEZ

Profesional I

Unidad de Defensa Judicial

Vicepresidencia Jurídica
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La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser utilizada
por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado, cualquier retención,
difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley. Si por error recibe este
correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el mensaje original incluyendo
sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de información personal, propia o de
terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o tratamiento de datos personales que realice
Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas en la política de protección de datos personales
publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se detallan entre otros aspectos, los derechos que le
asisten como titular de información para realizar consultas, peticiones o reclamos relacionados con el
tratamiento de información por parte de Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa
a protección de datos personales en los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03,
Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co.
“Defensoría del Consumidor Financiero – Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51
- Oficina 203, Edificio Oficity de la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo
electrónico: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en
jornada continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en
cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público de la entidad.
Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones
y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus
Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige ninguna
formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1.
Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4. Descripción de los
hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App
"Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por
Play Store o por App Store. Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos
por considerar que es de su interés.
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Señor 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE IBAGUÉ 
E.      S.      D. 
 

 
ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 

Medio de Control:     Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Radicado: 73001-33-33-006-2021-00214-00 

  

  Demandante:  MARÍA DOLORES VERA DE MELLADO Y ANDERSON 
GONZALEZ COCOMA 
  Demandados: LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO DE PRESTACIO-
NES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

 

 
 
DARLYN MARCELA GARCIA RODRIGUEZ identificada civil y profesionalmente como aparece al pie de 
mi firma  actuando calidad de apoderada del Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme al poder a mi sustituido por el Dr. Luis Alfredo Sanabria 
Ríos, apoderado General de la entidad en virtud de la Escrituras Públicas No. 522 de 28 de marzo de 
2019, por medio de la presente me permito allegar la CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA del proceso de 
la referencia en los siguientes términos:  
 

FRENTE A LAS PRETENSIONES: 
 
Con relación a las pretensiones, declaraciones y condenas solicitadas por los demandantes, me opongo 
a todas y cada una de ellas así:  
 

I. DEMANDANTE: MARIA DOLORES VERA DE MELLAO 
 
A LAS DECLARATIVAS Y DE CONDENA: 
 
Primera: ME OPONGO, como quiera que la parte actora no sustento en debida forma, la existencia del 
acto ficto o presunto que pretende se le declare frente a la petición radicada, referente al 
reconocimiento y pago de la sanción Moratoria por el pago tardío de las cesantías, de conformidad a lo 
estipulado con el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  
 
Segunda: ME OPONGO, como quiera que el Ministerio de Educación Nacional – FOMAG no se encuentra 
legitimada por pasiva para el reconocimiento y pago de la eventual sanción moratoria, toda vez que la 
petición fue radicada en vigencia de la Ley 1955 de 2019, por lo cual la entidad llamada a responder por 
la mora que se pudiera generar es la Entidad Territorial. 
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Tercera: Me atengo a lo que resulte acreditado en el proceso. 
 
Cuarta: ME OPONGO, por cuanto la sentencia tiene carácter vinculante de forma implícita, de igual 
forma existe prohibición legal frente a condenar al FOMAG, por el pago de la sanción moratoria gene-

rada en vigencia de la ley Ley 1955 de 2019. 
 
Quinta: ME OPONGO, de modo que la legislación es clara al afirmar que se tiene el derecho a la legítima 
defensa y por ende no se debe condenar en costas si no hay gastos en los que hizo incurrir la parte 
vencida de conformidad con lo dispuesto por el artículo 365 del Código General del Proceso. 
 

II. DEMANDANTE: ANDERSON GONZALEZ COCOMA 
 
A LAS DECLARATIVAS Y DE CONDENA: 
 
Primera: ME OPONGO, como quiera que la parte actora no sustento en debida forma, la existencia del 
acto ficto o presunto que pretende se le declare frente a la petición radicada, referente al reconoci-
miento y pago de la sanción Moratoria por el pago tardío de las cesantías, de conformidad a lo estipu-
lado con el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  
 
Segunda: ME OPONGO, como quiera que el Ministerio de Educación Nacional – FOMAG no se encuentra 
legitimada por pasiva para el reconocimiento y pago de la eventual sanción moratoria, toda vez que la 
petición fue radicada en vigencia de la Ley 1955 de 2019, por lo cual la entidad llamada a responder por 
la mora que se pudiera generar es la Entidad Territorial. 
 
Tercera: ME OPONGO Y/O ATENGO A LO QUE RESULTE ACREDITADO EN EL PROCESO, toda vez que con-
forme a certificación expedida por FIDUPREVISPRA S.A., los dineros por concepto de pago cesantía 
parcial reconocida mediante Resolución No. 2924 de fecha 23 de septiembre de 2020, por valor de 
$7,487,251de 2019, fueron puestos disposición el 13 de Marzo de 2021. 
 
Cuarta: ME OPONGO, por cuanto la sentencia tiene carácter vinculante de forma implícita, de igual 
forma existe prohibición legal frente a condenar al FOMAG, por el pago de la sanción moratoria gene-

rada en vigencia de la ley Ley 1955 de 2019. 
 
Quinta: ME OPONGO, de modo que la legislación es clara al afirmar que se tiene el derecho a la legítima 
defensa y por ende no se debe condenar en costas si no hay gastos en los que hizo incurrir la parte 
vencida de conformidad con lo dispuesto por el artículo 365 del Código General del Proceso. 
 
 

FRENTE A LOS HECHOS: 
 

PRIMERO: ES CIERTO, según documental aportada. 
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SEGUNDO: ES CIERTO, conforme a lo señalado en la Resolución por medio de la cual se le reconoció sus 
cesantías. 
 
TERCERO: ES CIERTO. 
 
CUARTO: ME ATENGO A LO QUE SE PRUEBE, dentro del plenario probatorio. 
 
QUINTO: ES CIERTO. 
 
SEXTO: ES CIERTO. 
 
SEPTIMO: ES CIERTO, una vez verificado el material probatorio allegado con el escrito de la demanda, 
resaltando que no se señalan fechas en el presente hecho. 
 
OCTAVO: NO ME CONSTA. 
 
NOVENO: NO ES CIERTO, los dineros son puestos a disposición en las cuentas de los docentes, al ser este 

el interesado que solicitó el reconocimiento y pago de las acreencias en cuestión, en ese sentido al existir 

acto administrativo favorable a este, es obligación del docente, quedar atento a dicho pago. 

 
DECIMO: ES CIERTO, según documental aportada.    
 
DECIMO PRIMERO: ES CIERTO, según documental aportada.    
 
DECIMO SEGUNDO: No es un hecho, es la interpretación de un apartado normativo, más no se narra 
ninguna situación de modo, tempo o lugar y frente al cual no cabe ningún pronunciamiento por parte 
de esta apoderada. 
 
DECIMO TERCERO: No es un hecho, es la interpretación de un apartado normativo, más no se narra 
ninguna situación de modo, tempo o lugar y frente al cual no cabe ningún pronunciamiento por parte 
de esta apoderada. 
 

EXCEPCIONES 
 

FALTA DE LEGITIMACIÓN POR PASIVA:  

Sobre el tema en particular, recientemente con la expedición del Plan Nacional de desarrollo 
2018-2022, expedido a través de la Ley 1955 de 2019 se puntualizó: 
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“Artículo 57. Eficiencia en la Administración de los Recursos del Fondo Nacional de Pres-
taciones Sociales del Magisterio. Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de 
que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación 
de la entidad territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. 

Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolu-
ción por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario 
de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre 
vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento de la pensión se hará 
mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad terri-
torial. 

Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo deberá 
aplicar el principio de unidad de caja con el fin de lograr mayor eficiencia en la adminis-
tración y pago de las obligaciones definidas por la ley, con excepción de los recursos 
provenientes del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET). 
En todo caso, el Fondo debe priorizar el pago de los servicios de salud y de las mesadas 
pensionales de los maestros. 

Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio solo podrán 
destinarse para garantizar el pago de las prestaciones económicas, sociales y asisten-
ciales a sus afiliados docentes, pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse el 
pago de indemnizaciones económicas por vía judicial o administrativa con cargo a los 
recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.” 

 

A su vez, en el parágrafo del mencionado artículo se dispuso: 

 

“Parágrafo. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en 
el pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se genere 
como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o en-
trega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaría de Educación terri-
torial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. En estos eventos el 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable únicamente 
del pago de las cesantías.” (Negrillas y subrayas fuera del texto) 

 

Conforme con los argumentos expuestos en líneas anteriores y en el entendido que la presunta 
mora que pretende la parte actora en este caso fue generada en vigencia de la Ley 1955 de 
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2019, se concluye que no le asiste legitimación alguna al Fondo de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, ni a la Fiduprevisora S.A. de allí que solicito respetuosamente su desvinculación del 
presente proceso.  

 
IMPROCEDENCIA DE LA INDEXACIÒN DE LA SANCIÒN MORATORIA: 

Al respecto es importante señalar que la indexación se constituye en uno de los instrumentos para ha-
cer frente a los efectos de la inflación, en el campo de las obligaciones dinerarias, es decir, aquellas que 
deben satisfacerse mediante el pago de una cantidad de moneda determinada entre las que se cuentan, 
por supuesto, las de índole laboral, en la medida que el fenómeno inflacionario produce una pérdida de 
la capacidad adquisitiva de la moneda. Sin embargo, en cuanto refiere a la sanción moratoria generada 
por el pago tardío de las cesantías, dicha indexación no es procedente, lo anterior conforme lo ha ex-
puesto el Consejo de Estado en Sentencia de Unificación de fecha 18 de julio de 2018, donde textual-
mente se indicó que: 

 “ (…) es preciso concluir que la sanción moratoria por pago extemporáneo de las cesantías, es una 
sanción o penalidad cuyo propósito es procurar que el empleador reconozca y pague de manera opor-
tuna la mencionada prestación, más no mantener el poder adquisitivo de la suma de dinero que la re-
presenta y con ella, la capacidad para adquirir bienes y servicios o lo que la ley disponga como su pro-
pósito. 

 Desde la óptica del empleado, si bien la sanción moratoria representa una suma de dinero considerable, 
sucesiva mientras no se produzca el pago de las cesantías; ella ni lo compensa ni lo indemniza por la 
ocurrencia de la mora del empleador en cumplir con su obligación de dar, puesto que su propósito es 
procurar el pago oportuno de la prestación social, razón por la cual, no es posible hablar que estamos 
ante un derecho o una acreencia derivada de la relación de trabajo o de las eventualidades que el em-
pleador ampare en virtud de lo que ordena la ley. 

De ahí que, en materia de sanción moratoria sea necesario distinguir su naturaleza de la voluntad legis-
lativa de orientar que el empleado fuera su beneficiario, y en ese panorama concluir que se trata de un 
derecho; pues contrario a ello, no se erige como una prerrogativa prestacional en la medida que no 
busca proteger al trabajador de las eventualidades a las que puede verse sometido durante una relación 
laboral, sino que se instituye como una penalidad económica contra el empleador por su retardo en el 
pago de la prestación social de las cesantías y en favor del servidor público. 

En tal sentido, al no tratarse de un derecho laboral, sino de una penalidad de carácter económica que 
sanciona la negligencia del empleador en la gestión administrativa y presupuestal para reconocer y pa-
gar en tiempo la cesantía, no es procedente ordenar su ajuste a valor presente, pues, se trata de valores 
monetarios que no tienen intención de compensar ninguna contingencia relacionada con el trabajo ni 
menos remunerarlo” (subrayado fuera del texto). 

En ese orden de ideas, es preciso concluir que no tiene vocación de prosperidad dicha pretensión. 
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IMPROCEDENCIA DE LA CONDENA EN COSTAS 
 
Señor Juez, en el presente caso no procede la condena en costas teniendo en cuenta que El artículo 365 
del Código General del Proceso establece que las costas deben ser debidamente demostradas. 

 
Art. 188. CONDENA EN COSTAS. Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la 
sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las 
normas del Código de Procedimiento Civil. 

Es así, como el artículo citado previamente remite de manera expresa al Estatuto Procesal que será 
aplicable, el cual corresponde a la Ley 1564 de 2012. 

Código General del Proceso.  

Artículo 365. Condena en costas. En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en que haya 
controversia la condena en costas se sujetará a las siguientes reglas: 

[…] 8. Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en 
la medida de su comprobación. […](Negrita y subrayado fuera de texto) 

Es así como según las leyes citadas y lo actuado en el proceso, no procede entonces la condena en 
costas de los cuales se integran en parte por las agencias en derechos, en consecuencia, solo habrá 
lugar a condena en costas cuando en el expediente se pruebe de manera objetiva su causación. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 

DE LA SANCIÓN MORATORIA DE LOS DOCENTES: 
 
La Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 2006, establece los términos para el reconocimiento y 
pago de las cesantías para los servidores del sector público, de allí se desprende que los términos a tener 
en cuenta para el reconocimiento de dicha prestación corresponden a 15 días posteriores a la solicitud 
de la cesantía para la expedición del acto administrativo, 5 o 10 días para su ejecutoria (dependiendo de 
la fecha de la petición y teniendo en cuenta la entrada en vigencia del C.P.A.C.A.) y 45 días para el pago 
efectivo de los dineros. Ahora bien y en lo que respecta a la mora en el cumplimiento de dichos términos, 
la referida ley, prevé: 
 
“Artículo 5°. Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de cuarenta y cinco 
(45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto administrativo que ordena la liquidación de las 
cesantías definitivas o parciales del servidor público, para cancelar esta prestación social, sin perjuicio de lo 
establecido para el Fondo Nacional de Ahorro. 
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Parágrafo. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales de los servidores públicos, la 
entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada 
día de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar la no 
cancelación dentro del término previsto en este artículo (…)” 

 
De igual manera, la Corte Constitucional, en Sentencia SU-336-17, estableció que los anteriores términos 
y las consecuencias de su incumplimiento son aplicables igualmente para el reconocimiento y pago de 
las cesantías de los docentes afiliados al FOMAG, indicando así que: 
 
“La Sala Plena de esta Corporación considera que aquellas personas que se desempeñan como docentes al 
servicio del Estado tienen derecho, previo cumplimiento de los requisitos legales y según se evalúe en cada 
caso concreto, al reconocimiento de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías, establecida en 
la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 2006” 

 
De allí que el Máximo Tribunal Constitucional, sentó jurisprudencia indicando en resumen que (i) la san-
ción moratoria busca contribuir con la mengua de las cargas económicas que pueden enfrentar los asa-
lariados por la demora injustificada del pago de sus cesantías, (ii) los docentes oficiales no hacen parte 
de la categoría de servidores públicos, no obstante, sus funciones y características se asemejan a los 
mismos y por ende se les aplicara el régimen general en lo que no regule la Ley 91 de 1989, (iii) la inten-
ción del legislador fue fijar la sanción mora tanto para todos los funcionarios públicos y los servidores 
estatales, es decir involucrando a todo el aparato del estado, tanto a nivel nacional como territorial, (iv) 
la aplicación de este régimen propende por la protección al derecho a la seguridad social, (v) se pro-
pende por el derecho a la igualdad entre personas que se encuentran en el mismo contexto factico, (vi) 
la aplicación del régimen general de los servidores públicos a los docentes, se convierte en la condición 
más beneficiosa y la que más se adapta a la interpretación constitucional. 
 
De lo anterior se concluye que la sanción moratoria establecida en el artículo 5° de la Ley 244 de 1995, 
modificada por la Ley 1071 de 2006, es aplicable en el caso del pago tardío de cesantías a los docentes 
afiliados al FOMAG. 
 
 
CÁLCULO DE LA SANCIÓN MORATORIA: 
 
El Consejo de Estado, en sentencia de unificación SUJ-012-S2 del 18 de julio de 2018, estableció los crite-
rios para determinar el momento a partir del cual se deben empezar a contar los días de mora y el salario 
base aplicable. 
 
En dicha sentencia, el Consejo de Estado establece que, en los casos en los que se dio respuesta extem-
poránea a la solicitud de cesantías parciales o definitivas, la mora inicia después de setenta (70) días 
hábiles siguientes a la notificación. 
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Por otra parte, en relación con el salario base, señala que, tratándose de cesantías definitivas, dicho sa-
lario corresponde a la asignación básica vigente en la fecha en que se produjo el retiro del servicio del 
servidor público; y en el caso de cesantías parciales, se deberá tener en cuenta la asignación básica vi-
gente al momento de la acusación de la mora, sin que varíe por la prolongación en el tiempo. 

 
 

DEL CASO EN CONCRETO: 
 
Conforme con lo indicado en el libelo demandatorio, son varios los problemas jurídicos a resolver por 
parte del juez dentro del presente litigio, (i) en primera medida se deberá determinar si ¿el Ministerio 
de Educación Nacional, FOMAG se encuentra legitimado por pasiva para el reconocimiento y pago de 
la sanción moratoria generada por el pago tardío de cesantías solicitadas en vigencia de la Ley 1955 de 
2019? (ii) ¿le asiste derecho al reconocimiento y pago a la parte actora el derecho al reconocimiento y 
pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías, contemplado en la Ley 1071 de 2006 
del derecho a cargo de la Secretaria de Educación? 
 
En ese orden de ideas, se debe tener en cuenta que en el presente caso la solicitud de la cesantía para 
el caso de MARIA DOLORES VERA DE MELLAO, la solicitud de cesantías fue radicada el 29/02/2020, de 
allí que los días para el reconocimiento y pago de la cesantía feneció el -05-06-2020;  para el caso de 
ANDERSON GONZALEZ COCOMA, fue realizada el día 21-08-2020, de allí que los días para el reconoci-
miento y pago de la cesantía feneció el -27-11-2020, por lo cual la mora iniciaría a contar desde el día 
siguiente y hasta el día anterior al pago de la prestación. No obstante, es la Secretaria de Educación la 
Entidad llamada a responder por la eventual mora que se causara en el presente caso.  
 
 

PRUEBAS 
 

De la manera más respetuosa solicito al despacho que se decrete la práctica de las siguientes pruebas: 
 
De oficio: 
 

 Ofíciese a la Secretaría de Educación, a efectos que remita con destino a este expediente el 
trámite interadministrativo adelantado ante el ente pagador para la expedición del acto 
administrativo. 

 Certificados de pago expedidos por FIDUPREVISORA S.A. de los docentes MARIA DOLORES 
VERA DE MELLAO y ANDERSON GONZALEZ COCOMA. 

 
ANEXOS. 

1. Poder especial conferido a mi favor. 
2. Escritura Pública No.  522 de 28 de marzo de 2019 y sus anexos. 
 
 

NOTIFICACIONES. 



 
 

 
                               

**RAD_S** 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: *RAD_S* 
Fecha: *F_RAD_S* 

                        

  

 
La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la Calle 72 No. 
10-03 Bogotá, y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co y t_dmgarcia@fiduprevi-
sora.com.co 
  
Del señor(a) Juez, 
  

  
DARLYN MARCELA GARCIA RODRIGUEZ 
C.C. 1.063.172.781de Lorica 
T.P 342.263 de C. S. J.  

mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
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                                                                                                                                   Nº  000253 

 

Señores  

JUZGADO 006 ADMINISTRATIVO DE IBAGUÉ 

 E.    S.     D. 

 
REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER  
 
 
RADICADO: 73001333300620210021400 
DEMANDANTE: MARÍA DOLORES VERA DE MELLADO Y ANDERSON GONZALEZ COCOMA 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE  

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, 
actuando en calidad de apoderado de LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL N.I.T. 
899.999.001-7, conforme al Poder General otorgado por el Doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, 
mediante Escritura Pública No. 522 de 28 de marzo de 2019, protocolizada en la notaria 34 del 
círculo de Bogotá, modificada por la escritura pública No. 0480 de 03 de mayo de 2019 y la escritura 
pública No. 1230 de 11 de septiembre de 2019, protocolizadas en la notaria 28 del círculo de Bogotá, 
en calidad de  Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las facultades a él conferidas a 
través de la Resolución No. 015068 del 28 de agosto de 2018 y 02029 del 04 de marzo de 2019, 
expedida por la MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, según lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 
489 de 1998 y demás normas concordantes. 
 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder a los(las) abogados(as): 
 

Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional 

LEIDY JOHANA BARRIENTOS PEÑUELA 1013665623 325.804 del C. S. de la J. 

JAVIER RAMIRO CASTELLANOS SANABRIA 1020714534 237.954 del C. S. de la J. 

YEINNI KATHERIN CEFERINO VANEGAS 1014263207 290.472 del C. S. de la J. 

ESPERANZA JULIETH VARGAS GARCIA 1022376765 267.625 del C. S. de la J. 

MARIA PAZ BASTOS PICO 1096227301 294.959 del C. S. de la J. 

JENNY ALEXANDRA ACOSTA RODRIGUEZ 52203675 252.440 del C. S. de la J. 

PAMELA ACUÑA PEREZ 32938289 205.820 del C. S. de la J. 

CRISTIAN ANDRES PINEDA PAMPLONA 1012439372 326.402 del C. S. de la J. 

DARLYN MARCELA GARCIA RODRIGUEZ 1063172781 342263 del C.S de la J. 

 
Con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir y conciliar, no obstante, lo 
anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en el Acta del Comité de Conciliación. 
 

https://www.mineducacion.gov.co/p
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Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por 
concepto de honorarios a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de 
sus funciones. 
 
La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 
del Código General del Proceso 
 
Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. 
T.P.  No. 250.292 del C.S. de la J. 
 

 
Acepto: 
 

Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional Firma 

LEIDY JOHANA BARRIENTOS PEÑUELA 1013665623 BOGOTA 

 

325.804 del C. S. de la J. 

 

  

JAVIER RAMIRO CASTELLANOS SANABRIA 1020714534 BOGOTA 237.954 del C. S. de la J. 
  

YEINNI KATHERIN CEFERINO VANEGAS 1014263207 BOGOTA 290.472 del C. S. de la J. 

 

ESPERANZA JULIETH VARGAS GARCIA 1022376765 BOGOTA 267.625 del C. S. de la J. 

 

MARIA PAZ BASTOS PICO 
1096227301 

BARRANCABERMEJA 
294.959 del C. S. de la J. 

 

JENNY ALEXANDRA ACOSTA RODRIGUEZ 52203675 BOGOTA 252.440 del C. S. de la J. 

 

PAMELA ACUÑA PEREZ 32938289 CARTAGENA 205.820 del C. S. de la J. 

CRISTIAN ANDRES PINEDA PAMPLONA 1012439372 BOGOTA 326.402 del C. S. de la J. 

DARLYN MARCELA GARCIA RODRIGUEZ 1063172781 LORICA 342263 del C.S de la J. 
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